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Hoy queremos poner en común la Resolución nº 183/2021 del TACRC de 26/02/2021
donde en su fundamento 6º se pronuncia sobre el umbral de saciedad y resume la doctrina
de éste órgano sobre la materia, dado su carácter didáctico y esclarecedor considero que no
merece ningún comentario, así que ahí la dejo para nuestro fondo de armario:

“Habremos de atender por tanto a la doctrina de este Tribunal relativa a la posibilidad de
establecer el denominado índice o umbral de saciedad en las fórmulas de valoración de la
oferta económica. Al respecto, cabe citar lo que indicábamos en nuestra Resolución nº
600/2020:
“La fórmula en cuestión lo que contiene es un índice de saciedad. Respecto del denominado
índice o umbral de saciedad, que limita el tope de puntos a asignar una vez superada la
rebaja indicada en el PCAP, a raíz de la entrada en vigor de la nueva LCSP rectificamos
nuestra doctrina anterior, señalando en la Resolución 484/2019, de 9 de mayo, lo siguiente:

“En  efecto,  como  señala  la  recurrente,  este  Tribunal  se  ha  mostrado  contrario,  en
determinadas circunstancias,  a  aplicar estos umbrales en tanto que actúan de manera
contraria a la competencia y al beneficio de la entidad pública contratante de obtener,
mediante el concurso de distintos licitadores, la mejor oferta, al mejor precio. Sin embargo,
este Tribunal tiene que puntualizar que esto es así, siempre que el único criterio a valorar
en la oferta sea, precisamente, el precio.  De otra manera, es decir,  cuando se valoran
elementos o parámetros distintos del precio, no necesariamente la oferta, con el precio más
bajo, es la mejor. En efecto, el criterio de “precio” en modo alguno equivale siempre y en
todo caso a “precio más bajo”. Tal determinación se contenía en la Directiva 2014/18/UE y
en el TRLCSP solo para el caso de empleo de un único criterio de valoración de las ofertas,
que había de ser el precio, y que equivalía a “precio más bajo” para determinar la oferta
económicamente más ventajosa. Por el contrario, en el caso de que se empleara más de un
criterio  de  adjudicación  para  determinar  la  oferta  económicamente  más  ventajosa,  el
criterio “precio” no equivale necesariamente a “precio más bajo”.  Es por ello,  que no
compartimos las consideraciones planteadas por la recurrente en atención a los siguientes
argumentos.

En primer lugar, la Directiva antes citada, la 2014/18/UE, no establecía esa determinación,
es decir, no extendía dicha equivalencia prevista para las licitaciones con un solo criterio de
valoración a las licitaciones con más de un criterio, en las que se previese también el
criterio “precio”.

En segundo lugar,  porque en el caso de empleo de más de un criterio de valoración
corresponde al órgano de contratación configurar los criterios de valoración con respeto a
los requisitos legales, pero en relación a los fines que se persiguen con el contrato y los
aspectos que considere como principales a valorar. Los criterios se relacionan y vinculan
unos con otros y se delimitan por el órgano de contratación, que puede fijar la forma en que
operan y se aplican.

En tercer lugar, diversas causas, como por ejemplo, el objetivo de obtener obras, servicios
o suministros de gran calidad, o el presupuesto riguroso de un contrato con arreglo a
precios de mercado, aconsejan y permiten modular el criterio precio y establecer límites a
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las reducciones de precios en las ofertas económicas sobre el precio máximo, para evitar
precisamente  desvirtuar  la  calidad  de  la  prestación  ofertada,  o  para  desincentivar  la
presentación de ofertas mediocres en los criterios de valoración cualitativos a causa de la
minoración de los precios ofertados, o que siendo teóricamente buenas luego en la ejecución
no se puedan cumplir debidamente con precios ofertados muy bajos. La libertad del órgano
de contratación ampara modular, por tanto, el criterio precio en relación con el resto de los
criterios previstos para valorar las ofertas y lograr el máximo nivel de calidad u otras
características de la prestación perseguidas.

En cuarto lugar, el TJUE ha declarado que las Directivas comunitarias se oponen al hecho
de considerar, automáticamente, que la mejor oferta, en lo referente al precio, sea la oferta
de precio medio de todas las ofertas, es decir, la mayor puntuación no se puede atribuir a la
oferta más próxima a la media de los precios ofertados, ya que son mejores las que ofertan
un precio menor al precio medio; pero ello no implica que se prohíba el establecimiento de
índices de saciedad, porque con ellos la oferta con el precio menor a las otras no obtiene
menos puntos que éstas.  En este  sentido,  la  Comisión Europea publicó un documento
denominado “Guía práctica para contratación pública para profesionales” en el describe
algunos  ejemplos  de  malas  prácticas  o  errores  en  la  definición  de  los  criterios  de
adjudicación que dieron lugar a sanciones económicas por no cumplir con las normas sobre
contratación pública y haber obligado a los operadores económicos a desistir de participar
en la licitación y entre ellos, el siguiente:

“6.El uso de precios medios, en caso de que las ofertas más próximas a la media de todas las
ofertas reciban más puntos que aquellas que están más lejos de la media. A pesar de que el
precio de la oferta es un criterio objetivo para usarlo en la fase de adjudicación, el uso de
esta  metodología  genera una desigualdad de trato  de  los  licitadores,  en particular  de
aquellos con ofertas bajas válidas”. Ejemplo en el que, como puede apreciarse, no cita para
nada como metodología incorrecta el establecimiento de índices de saciedad para el limitar
el número máximo de puntos a obtener en la valoración por reducción de precios  ofertados
sobre el precio máximo.

En quinto lugar, en modo alguno puede afirmarse que solo cabe combatir la oferta de
precios excesivamente bajos mediante el procedimiento de las ofertas anormalmente bajas o
temerarias que puede conducir a la exclusión de la oferta temeraria, y no mediante la
adopción de medidas complementarias que desincentiven la excesiva bajada de precios,
como  la  reducción  progresiva  de  la  puntuación  a  partir  de  un  determinado  nivel  de
reducción de los precios, o la no concesión de puntos adicionales a las ofertas que sean
inferiores a una determinada cifra (umbral de saciedad), pues si se puede lo más, se puede
lo menos, que es, frente a la exclusión de la oferta anormal, la no asignación de más puntos
a las ofertas de precio inferior al umbral establecido.

Y en sexto lugar, no existe por las razones indicadas, lesión alguna de principios como los
de control de gasto y de eficiencia o de economía en la gestión de recursos públicos, puesto
que  tales  principios  han  de  operar  necesariamente  en  el  contexto  de  la  aplicación
coordinada y objetiva, además de causal y dirigida a un objetivo de interés público mediante
el contrato, de una pluralidad de criterios de valoración cuya ponderación corresponde
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determinar  al  órgano de contratación así  como su forma de operar  y  aplicarse en su
conjunto. Así, si el órgano de contratación puede reducir la ponderación del criterio precio
respecto de los demás criterios objetivo y subjetivos, con mayor razón puede aumentar la
ponderación de aquél y fijar un límite máximo de la reducción de precio que los licitadores
pueden ofertar a partir del cual no obtengan puntos adicionales, con lo que se cumple el
criterio del TJUE de que una oferta más cara obtenga más puntos que otra de precio inferior
a aquélla […]

En fin, la LCSP ha incorporado las directrices de la Directiva 2014/24 al ordenamiento
español, recogiendo los criterios antes citados en lo relativo a la determinación de la oferta
económicamente  más  ventajosa  y  a  la  incorporación  de  criterios  sociales  y
medioambientales y de innovación, que modulan la relación coste-eficacia y la relación
calidad-precio, así como los principios de eficiencia y economía en el gasto público. En
particular, este último principio es indudablemente matizado, en lo que aquí concierne, en
el  artículo  1.3,  de  la  LCSP  cuando  determina  que:  “En  toda  contratación  pública  se
incorporarán de manera transversal  y  preceptiva  criterios  sociales  y  medioambientales
siempre que guarde relación con el objeto del contrato, en la convicción de que su inclusión
proporciona una mejor relación calidad-precio en la prestación contractual, así como una
mayor y mejor eficiencia en la utilización de los fondos públicos. Igualmente se facilitará el
acceso a la contratación pública de las pequeñas y medianas empresas, así como de las
empresas de economía social”. Lo anterior, vinculado a la autorización normativa sobre que
el factor coste pueda operar como coste o precio fijo de forma que los licitadores compitan
solo en función de criterios de calidad, es lo que determina que no pueda ya, actualmente,
afirmarse en modo alguno que no es admisible legalmente establecer en el PCAP índices de
saciedad que limiten en la aplicación de la valoración de la oferta económica mediante el
criterio precio la atribución del máximo de puntos posibles a la ofertas que alcancen un
máximo de baja, de forma que a partir de ese límite no puedan obtenerse más puntos
aunque minoren el precio más allá del citado límite.” A la vista de nuestra doctrina, la
fórmula establecida en el PCAP, que otorga más puntuación a mayor baja, si bien que en
cada tramo, cada tanto porcentual no vale lo mismo en proporción, es conforme a derecho,
debiendo pues también en este punto rechazar el recurso interpuesto”.

Teniendo presentes estas consideraciones, en nuestro caso se advierte, atendiendo a las
manifestaciones  recogidas  en  el  PCAP para  justificar  la  fórmula  empleada  en  los  dos
supuestos cuestionados, que el recurso a un índice o umbral de saciedad, limitando la
proporción de puntos a asignar una vez superada la rebaja indicada en el PCAP, resulta
conforme al derecho, al establecerse en el pliego otros criterios de valoración adicionales al
precio y además en la medida en que allí se justifica esta medida en el objetivo de obtener
un servicio de calidad, conforme a la doctrina que hemos expuesto. Por lo demás, siendo
lícita esta fórmula, carecen de lógica las alegaciones del recurrente tratando de reconducir
la puntuación establecida en el pliego a un supuesto de prevalencia de los criterios de
valoración subjetivos frente a los objetivos, a través de una interpretación de las cláusulas
que no se acomoda al auténtico contenido de las mismas.”


